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En la ciudad de Corrientes, a los          diez                     días del mes de febrero de dos mil 

catorce, estando reunidos los señores Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Doctores 

Fernando Augusto Niz y Alejandro Alberto Chaín, con la Presidencia del Dr. Guillermo 

Horacio Semhan, asistidos de la Secretaria Jurisdiccional Dra. Marisa Esther Spagnolo, 

tomaron en consideración el Expediente Nº  GXP - 12046/11, caratulado: "MELGAREJO 

JORGE MATIAS C/ DAVETA FRANCISCO OMAR S/  INDEMNIZACION 

LABORAL (LABORAL)". Habiéndose establecido el siguiente orden de votación: 

Doctores Fernando Augusto Niz, Guillermo Horacio Semhan y Alejandro Alberto Chaín. 

 

EL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

SE PLANTEA LA SIGUIENTE: 

C U E S T I O N  

¿QUÉ PRONUNCIAMIENTO CORRESPONDE DICTAR EN 

AUTOS? 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  FERNANDO AUGUSTO NIZ, dice: 

I.- Contra la Sentencia Nº 19 pronunciada por la Excma. Cámara de 

Apelaciones de Goya (Ctes.) (fs. 112/115), que resuelve no hacer lugar al recurso de 

apelación interpuesto por la demandada concedido con efecto diferido a fs. 44/45; y no 

hacer lugar a los recursos de apelación y nulidad deducidos por la misma parte, 

confirmando la sentencia de primera instancia, aquélla deduce el recurso de inaplicabilidad 

de ley  en tratamiento (fs. 124/127). 

II.- Se encuentran satisfechos los recaudos de admisibilidad del 

medio impugnativo en análisis, al haber sido planteado fundadamente, contra sentencia 

definitiva dictada por la Excma. Cámara y dentro del plazo de ley, constatándose el 



cumplimiento del depósito previsto por el art. 104 de la ley 3540 (fs. 130). 

III.- El recurrente fundamenta su impugnación extraordinaria 

expresando como primer agravio la arbitrariedad en que incurre la Cámara "a quo" al 

rechazar el recurso de apelación interpuesto por su parte contra la decisión del juez de 

grado que, ante la impugnación de la parte actora, tuvo por no justificada la 

incomparecencia del demandado a la audiencia de trámite obrante a fs. 33 y vta.. 

Manifiesta que para ello, la sentencia recurrida se limita a afirmar 

que el certificado médico con el que su parte justificó la incomparecencia del demandado a 

la audiencia de trámite, carecía de los requisitos necesarios para ser válido al no contener la 

indicación sobre "dónde se encuentra el enfermo", incurriendo de se modo en un excesivo 

rigorismo formal manifiesto toda vez que la contraria, en esa oportunidad, no objetó que el 

Sr. D'Aveta estuviese enfermo o no, sino sólo cuestionó que el referido certificado carecía 

de uno de los requisitos formales previstos por el art. 417 del CPCC.. 

Agrega que en aquella oportunidad solicitó se tenga por justificada 

la incomparecencia del accionado, presentando el respectivo certificado médico por 

hallarse afectado de "gastroenteritis", informando al tribunal que su mandante guardaba 

reposo en su domicilio. 

Reitera que se incurre en un patente ejemplo de rigorismo formal 

manifiesto al pretender que sólo en el certificado médico puede constar esa información y 

no en el escrito que lo presentó al tribunal; además de no ser -dice- un recaudo exigible a su 

parte según la ley N° 3540, por lo que solicita la revocación del apercibimiento previsto por 

el  art. 65 de dicha norma. 

También lo agravia que la Cámara -en virtud de dicha sanción- haya 

dado exclusiva preminencia a la presunción de veracidad de los hechos expuestos en la 

demanda de autos, sin analizar si el actor produjo alguna prueba "[...] que ratifique los 

hechos que fundan su acción, dándolos por ciertos por aplicación mecánica de la ficta 

confessio." (fs. 126). 
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Afirma que las testimoniales rendidas se destacan por la vaguedad 

de los dichos de los testigos, las contradicciones en las que incurren y por ser parciales y 

tendenciosos, por lo que carecen de valor probatorio. 

Concluye expresando que la sentencia recurrida aplica 

incorrectamente la ley y es arbitraria por incurrir en un rigorismo formal manifiesto y 

porque la valoración de la prueba no se ajusta -mínimamente- a las reglas de la sana crítica 

racional. 

IV.- Para decidir como lo hizo, el Tribunal "a quo" -citando 

adecuada doctrina y jurisprudencia- expresó que ante la enfermedad como causa de 

justificación de incomparecencia, la ley de procedimiento laboral no tiene establecido un 

procedimiento para la constatación por parte de la contraria o por el mismo órgano judicial, 

por lo que cabe acudir a lo normado por el art. 417 del CPCC -en virtud de la remisión 

dispuesta en el art. 109 de la ley 3540-, a fin de observar los requisitos exigidos por aquél 

para determinar la validez del certificado médico que se presente; así, afirmó que no 

justifica la incomparecencia el que no indica el lugar donde se encuentra el enfermo.  

Transcribió posteriormente la certificación médica obrante a fs. 29 

(que fuera presentada a fin de justificar la incomparecencia del demandado a la audiencia 

de trámite) y aseveró que puede verificarse fácilmente que el documento carece de los 

requisitos necesarios para ser válido, al no contener la indicación sobre dónde se encuentra 

el enfermo, ya que si bien son escasos los datos que el certificado debe contener (fecha de 

emisión, lugar en que se encuentra el enfermo, tiempo en que durará la imposibilidad de 

concurrir a la justicia), estos resultan esenciales, por lo que la omisión de alguno de ellos le 

quita validez. Razón por la cual rechazó el recurso diferido, con costas al vencido. 

Analizó luego los agravios vertidos para fundar el recurso de 

apelación contra la sentencia de primera instancia y observó que se refieren a la valoración 



de la prueba efectuada por el juez de grado. Especialmente, porque éste, una vez hecho 

efectivo el apercibimiento contenido en el art. 65, teniendo por ciertas las afirmaciones del 

actor, desplazó la carga de la prueba al demandado, para luego sostener que éste no produjo 

ninguna prueba que desrvirtúe la presunción de veracidad de los dichos del actor. 

Expresó que es palmaria la falencia probatoria del demandado: no 

concurrió a la audiencia de trámite y su ausencia fue declarada injustificada; tampoco 

presentó la documentación requerida (Libro especial del art. 52, LCT, legajo personal, 

recibos originales y planilla horaria). El único instrumento que agregó fue la Carta 

Documento mediante la cual había rechazado las intimaciones efectuadas por el actor 

Melgarejo (fs. 20). 

Agregó que, además, el recurrente no expuso cuáles serían las 

evidencias con las que se desvirtuaría la presunción generada,  cuando era su parte quien 

debía contradecir aquélla. 

Concluyó, citando doctrina y su propia jurisprudencia, que el 

inferior ha hecho una correcta valoración de las pruebas analizadas a la luz de la sana 

crítica, dando preponderancia a la conducta desplegada por el demandado en el proceso, 

por lo que rechazó el recurso y confirmó la sentencia apelada. 

V.- Corresponde, en consecuencia, analizar la procedencia de la vía 

extraordinaria tentada. 

En primer lugar, cabe recordar cuál es la materia sobre la que es 

dable la revisión de las sentencias de la Cámara de Apelaciones a través del recurso de 

inaplicabilidad de ley planteado, el que no tiene por objeto instaurar una tercera instancia, 

sino que apunta al control de legalidad de dicha sentencia. 

En tal sentido pesa sobre el recurrente la carga de invocar y probar 

la existencia de violación a la ley o su errónea interpretación (art. 103, ley 3540), como la 

ocurrencia de un vicio de absurdidad (STJ Ctes., sentencia laboral N° 17/2002); que en 

autos no se configuraron. 
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Del análisis de las constancias de la causa, surge palmariamente que 

el certificado médico impugnado ha sido presentado sin establecer el lugar en el cual se 

encontraría el Sr. Francisco Omar Daveta, es decir, que no se cumplimentó con lo requerido 

por la ley del rito (art. 417, CPCC, aplicable en virtud de la remisión dispuesta por el art. 

109 de la ley 3540). Y ese fue el concreto fundamento dado por los jueces de grado para 

tener por no justificada la incomparecencia del demandado a la audiencia de trámite. 

Y, más allá de las quejas vertidas por el recurrente, la postura 

asumida por el Tribunal "a quo" constituye una de las interpretaciones que a la situación en 

debate puede dársele. Hermenéutica que en modo alguno autoriza a calificar al decisorio de 

ilegal. 

VI.- Consecuentemente con lo decidido, al tener al demandado por 

incompareciente, la Cámara confirmó la decisión del juez de grado de hacer efectivo el 

apercibimiento dispuesto por el art. 65 de la ley 3540, teniéndolo por confeso de los hechos 

expuestos en la demanda. 

Conforme dicha normativa, si el absolvente faltare sin justa causa a 

la audiencia de trámite será tenido por confeso sobre los hechos expuestos en la demanda o 

su contestación, salvo prueba en contrario. De ello surge que la ausencia se sanciona con 

esa presunción favorable al actor. Indiscutiblemente, una cuestión que es netamente de 

hecho, privativa de los jueces de grado y ajenas al ámbito de esta instancia extraordinaria, 

salvo supuestos excepcionales de evidente arbitrariedad o absurdo en la apreciación de la 

prueba. 

Y ello no se evidencia en el presente. En causa obra "ficta 

confessio" del demandado y, como ya se ha dicho, su valor probatorio sólo se desvanece 

cuando existe  prueba en contrario; carga impuesta en el caso al accionado, quien debía 

desvirtuar presunción. Y no lo hizo. 



Teniendo especialmente en cuenta la orfandad probatoria de la 

demandada, que tan sólo aportó la Carta Documento por la que rechazó las intimaciones 

efectuadas por el actor y la confesional rendida en la audiencia de trámite, queda 

demostrado que las críticas explayadas por el quejoso no alcanzan a rebatir los motivos que 

llevaron al tribunal "a quo" a decidir del modo que lo hizo. Y estoy persuadido que éste 

ensambló armónica y eficazmente la coexistencia de las reglas de la sana crítica (art. 386 

del C.P.C. y C.) con lo dispuesto en al art. 65 de la ley 3540. Lo que permite tener por 

reconocidos los hechos alegados por el actor. 

Reitero, la omisión incurrida por el accionado generó una 

presunción en su contra; no desvirtuada durante el proceso. Como se constata, la negligente 

no probó sus afirmaciones; ni desvirtuó la prueba de autos y el imperativo de su propio 

interés quedó insatisfecho. Sintetizando, el silencio, la ficta confessio de la demandada y la 

prueba de autos valorada por los jueces de grado, otorgan absoluta fuerza convictiva a la 

demanda. 

Y, como se relatara anteriormente, todo ello fue tenido en cuenta. El 

apercibimiento derivado de la "ficta confessio" no resultó aplicado de un modo mecánico y, 

después de evaluar el tribunal "a quo" esta circunstancia, -sumado a la orfandad probatoria 

de parte de la demandada habida en el proceso-, concluyó concretamente con el progreso de  

la demanda.  

VII.- Tocante a los efectos de la "ficta confessio" (también 

desarrollada por el quejoso), debe mencionarse que si bien la jurisprudencia ha declarado 

en forma reiterada que no tiene valor absoluto, sino que debe ser ponderada en función de 

todos los demás elementos de prueba que obran en el proceso (Conf. J. A., T 1962-III, pág. 

139; Palacio Lino E., "Derecho Procesal Civil", T. IV, pág. 549/553), cuando estos no se 

hubieran desvirtuado, como acontece en la especie, debe asignársele pleno valor 

probatorio. 

De este modo, el inferior no hizo una interpretación errónea de la // 
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norma contemplada en el art. 65 de la ley 3540 como intenta el recurrente, coincidiéndose 

con el tribunal "a quo" que ese precepto normativo debe apreciarse en función de los demás 

elementos de juicio y circunstancias ocurridas en el expediente, sobretodo a la luz de a 

quién incumbía probar los hechos alegados y conforme las reglas de la sana crítica racional. 

Argumentos que a mi juicio dan debido sustento o motivación al 

fallo en crisis, y como lo adelanté, la solución final del litigio no puede ser modificada.  

Téngase en cuenta que el impugnante estructura uno de sus agravios 

sobre la base de cómo debía evaluarse la prueba testimonial, sin tener en cuenta que los 

jueces de grado -como lo expresara la Cámara- tienen la facultad privativa, por cierto, para 

apreciar la habilidad y mérito de las declaraciones testimoniales, así como de la 

confiabilidad que alguna o algunas de ellas le merezcan con relación a otras, incluso no 

valorarlas si fueran inconducentes, resultando tales apreciaciones insusceptibles de revisión 

en esta instancia extraordinaria salvo efectiva demostración de absurdo, que como anticipé, 

el recurrente no logra demostrar. 

VIII.- En cuanto a la doctrina del exceso ritual manifiesto que el 

recurrente invoca para cuestionar la decisión en análisis, cabe señalar que ella constituye 

una directiva a los jueces para evitar la aplicación irrazonable de las normas procesales; 

pero no puede ser admitida para intentar enmendar los defectos de actuación de la propia 

parte que la invoca. Es útil recordar que el respeto por los tribunales de la disciplina 

procesal de las formas resulta fundamental para la vigencia del derecho de defensa en 

condiciones de igualdad de las partes.  

Si bien el resguardo de las formas procesales no puede, en 

principio, llevar al exceso ritual manifiesto o al desplazamiento de derechos sustanciales, 

no es menos cierto que los recursos procesales y los recaudos para ellos establecidos por las 

leyes respectivas, conforman un orden que no puede sin más ser soslayado porque la 



garantía de defensa, el debido proceso legal y el acceso irrestricto a la justicia no cubren ni 

amparan la negligencia. Por lo que el razonamiento vertido por la Cámara en este punto se 

mantiene firme. 

IX.- Por todo ello, la consideración que hace el Tribunal de grado 

del material probatorio puede o no compartirse, pero no resulta vulnerable por absurdidad. 

A su vez, reitero, la sentencia atacada no evidencia desacierto u 

omisión que configure el extremo necesario para ser tachada de arbitraria, como alega el 

recurrente. Tampoco se observa apreciación irrazonable de los hechos, apareciendo la 

misma ajustada a derecho; tanto más al contar con fundamentos suficientes que  la colocan 

fueran de la revisión por vía del recurso intentado. 

Lo  hasta  aquí  desarrollado y conclusión arribada, me  eximen  de 

entrar en otras consideraciones por lo que, de ser compartido por  mis  pares  el  voto que 

propicio, corresponde rechazar el recurso de inaplicabilidad de ley  deducido a fs. 124/127, 

con costas en esta instancia a cargo de la vencida y pérdida del depósito económico. 

Regular los honorarios de los Dres. Diego Francisco Brest y Ariel Brest Enjuanes, en 

conjunto y como vencidos; y Alejandro Caprioglio (h) y Juan Carlos Báez, en conjunto y 

como vencedores, en el 30% de la cantidad que deba fijarse para los honorarios de primera 

instancia (art. 14, ley 5822) y en cuanto haya sido materia de discusión en la Alzada. 

Dichas regulaciones en la calidad de Monotributistas que revisten frente al IVA. 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR PRESIDENTE 

DOCTOR  GUILLERMO HORACIO SEMHAN, dice:  

Que adhiere al voto del Sr. Ministro Dr. Fernando Augusto Niz, por 

compartir sus fundamentos. 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  ALEJANDRO ALBERTO CHAIN, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Ministro Dr. Fernando Augusto Niz, por 

compartir sus fundamentos. 



 
 
 

 

Dra. MARISA ESTHER SPAGNOLO           Superior Tribunal de Justicia 

   Secretaria Jurisdiccional N° 2                                            Corrientes 
Superior Tribunal de Justicia Corrientes 

 

-  5  - 

Expte. Nº  GXP - 12046/11. 

En mérito del precedente Acuerdo el Superior Tribunal de Justicia 

dicta la siguiente: 

SENTENCIA   Nº 2 

1°) Rechazar  el recurso de inaplicabilidad  de  ley  deducido  a  fs. 

124/127, con costas en esta instancia a cargo de la vencida y pérdida del depósito 

económico. 2°) Regular los honorarios de los Dres. Diego Francisco Brest y Ariel Brest 

Enjuanes, en conjunto y como vencidos; y Alejandro Caprioglio (h) y Juan Carlos Báez, en 

conjunto y como vencedores, en el 30% de la cantidad que deba fijarse para los honorarios 

de primera instancia (art. 14, ley 5822) y en cuanto haya sido materia de discusión en la 

Alzada. Dichas regulaciones en la calidad de Monotributistas que revisten frente al IVA. 

3°) Insértese y notifíquese. 

 

 

Fdo: Dres. Fernando Niz-Guillermo Semhan-Alejandro Chain. 

                   


